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Que reforma el artículo 8 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, presentado por el diputado Ignacio Ramos Espinoza, del grupo parlamentario del
 PRI

El C. Ignacio Ramos Espinosa: - Con su autorización, señor presidente, compañeras y compañeros diputados: <<En ejercicio de las facultades que a los diputados nos confiere el artículo 71 fracción II de la Constitución General de la República, y de conformidad con los dispuesto por el artículo 55, fracción II del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, los diputados del Partido Revolucionario Institucional, que suscribimos por mi conducto, sometemos a la consideración de esta soberanía la presente iniciativa de reformas al artículo 8o. constitucional, a efecto de establecer en treinta días, como máximo, el breve término en el que la autoridad deberá resolver las peticiones que le formulen los particulares.

Fundamos neutra iniciativa en la siguiente

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El ejercicio de la garantía individual conceptuada en el artículo 8o. constitucional, ha dado origen a un largo debate, tanto en el campo de la práctica democrática como en el terreno de la jurisprudencia y las doctrinas jurídicas, al plantearse el supuesto comprendido en este artículo cuando el particular no obtiene respuesta de la autoridad, sino que ésta permanece inactiva, es decir, sin producir respuesta alguna y sin que dicha actitud autorice a suponerle un sentido afirmativo o negativo. A este problema se le conoce como el "silencio de la administración".

La reforma que se propone ha sido ya objeto de discusión en el seno del Poder Legislativo en otras ocasiones. Igualmente, ha sido objeto de estudio por parte de la doctrina constitucional mexicana.

Para la doctrina constitucional del siglo pasado, era inadecuado establecer un plazo en el cual debería producirse la respuesta, pues se afirmaba "que en muchos casos la autoridad a quien se dirige una petición, está en aptitud de proveerla inmediatamente, accediendo o negando su asentamiento a los deseos del peticionario; pero en otros muchos no puede llegarse a la resolución definitiva sino después de llenados ciertos trámites ordinariamente dilatados".

En el Constituyente de 1857, se manifestó la preocupación de establecer un término para que la autoridad produjera su respuesta. Sin embargo, no se llegó a establecer plazo alguno en virtud a que se argumentó que eran muy diversos los asuntos que podían plantearse por el particular, como para sujetarlos a todos ellos a un plazo común.

La Jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha señalado que transcurridos ciento veinte días sin que la autoridad produzca su respuesta, se entenderá que se ha excedido el "breve término" a que alude el precepto constitucional.

La legislación secundaria, por su parte, ha establecido el término en el que la autoridad debe producir su respuesta, pero a la fecha no se encuentra unificada en cuanto a la duración de éste. Así, el Código Fiscal de la Federación, en su artículo 37, establece el término de noventa días; la Ley sobre Registro de la Transferencia de la Tecnología y Uso y Explotación de Patentes y Marcas, señala un plazo de noventa días en su artículo 12 y de sesenta días en su artículo 13; por último, la Ley Federal del Trabajo marca sesenta y tres días en su artículo 366.

Estos antecedentes acerca del rechazo a la fijación de un plazo para que la autoridad produzca su respuesta, eran perfectamente entendibles y estaban plenamente justificados en el siglo pasado, época en la que fueron expresados, habida cuenta, por un lado, que la administración era todavía muy rudimentaria y, por el otro, a que las comunicaciones eran sumamente incipientes.

Hoy día, a 70 años de la expedición de la Carta Fundamental y teniendo en consideración los notables avances en las comunicaciones y la modernización continua de la administración pública, no se justifica la carencia de dicho plazo; ello nos permite considerar la conveniencia de establecer el término de treinta días para que la autoridad produzca su respuesta, En otras palabras, consideramos que la modernización que ha experimentado el Estado, y particularmente el Poder Ejecutivo, hacen necesaria la reforma que se propone, la cual ofrece indudables ventajas para los particulares, para los servidores públicos y para la marcha en general de la administración pública.

Ventajas para los particulares

Siendo el derecho de petición, la garantía constitucional que el particular utiliza para dirigirse a los órganos de poder establecidos y siendo, por ello mismo, el mecanismo que le permite la tramitación de asuntos de muy diversa índole ante la administración, creemos que al señalar con precisión el "Breve término", esta prerrogativa se hallará mejor garantizada en beneficio del particular.

De acuerdo con lo anterior, es evidente que el particular resulta beneficiado porque la reforma introduce el elemento de seguridad jurídica que hasta la fecha no se halla presente en la legislación y, además, al reducir sustancialmente el plazo, los daños o perjuicios que sufriere el particular por la inactividad de la administración, quedarían en menor tiempo solucionados. Así, el particular podrá en lo sucesivo interponer en un menor tiempo el juicio de amparo para obtener por dicho medio la resolución a la petición formulada.

Es justa la reforma que se propone porque atiende precisamente al principio de derecho que establece: "justicia retardada es justicia denegada".

En efecto, somos de la idea de que la impartición de la justicia no sólo debe ser preocupación y tarea del Poder Judicial, sino que también debe serlo del Poder Ejecutivo. Y aún más, en virtud de que este último en el ejercicio de sus funciones se relaciona con los particulares cotidianamente, tiene por consecuencia mayores posibilidades de ser justo o injusto, legal o arbitrario en sus actuaciones. La inexistencia del "breve término" a que hace alusión el precepto constitucional, pese a la base jurisprudencial y legal, ha sido muchas veces fuente de injusticia.

Precisado de manera indubitable ese breve término, entonces, se traducirá en un propósito de justicia, que enriquecerá el quehacer de la administración.

El establecimiento preciso del breve término, indudablemente que producirá una mayor eficiencia en la administración pública, pues la tramitación de los asuntos de su competencia deberán agilizarse para estar acordes al término constitucional. El desempeño ágil y expedito de los asuntos beneficiará al ciudadano.

Por otra parte, la reforma tiende a fortalecer el principio cardinal de la democracia: la sumisión de los servidores públicos a los ciudadanos. En efecto, hasta ahora la no fijación de un plazo ha obedecido más bien a las razones del poder público, que a las razones de los particulares. Esta situación ha producido en la realidad la inversión del principio antes enunciado, quedando el particular sometido muchas veces a la negligencia, capricho o mala fe de la autoridad. Así , el término perentorio podrá ayudar al particular, aun en los  casos extremos señalados, pues el servidor público se encontrará sujeto no sólo a la obligación de responder, sino de hacerlo en un plazo verdaderamente breve.

Ventajas para los servidores públicos

Al establecer el término perentorio de treinta días, los servidores públicos se hallarán constreñidos en lo futuro a responder en un plazo cierto las peticiones de los particulares, Este elemento de certeza jurídica que introduce la reforma, se traducirá en la disminución de rezagos en las oficinas gubernamentales, pues en muchas ocasiones las repuestas no tienen sino el carácter de meras resoluciones de trámite, pero que no corresponden a los servidores públicos, receptores de las instancias, los encargados de las oficialías de partes, la solución de las demandas planteadas. En consecuencia, la reforma será provechosa para los servidores públicos en general, porque reacomodará situaciones existentes e implicará mejoras en la organización del trabajo en el interior del poder público.

Ventajas para la administración pública

La reforma que se propone, consideramos, ayudará a la mejor marcha de la administración pública, en virtud a que dotaría de un marco jurídico a las reformas administrativas que en lo futuro lleve a cabo el poder Ejecutivo. En efecto, en los últimos veinte años, las reformas administrativas emprendidas por el Poder Ejecutivo han perseguido como finalidad mayor eficiencia y eficacia en la gestión pública y en la presente administración la tendencia ha sido en el mismo sentido, poniéndose especial énfasis en los esfuerzos de simplificación administrativa. Es lógico suponer que al introducir en el sistema jurídico mexicano esta reforma, los dos elementos que la conforman, certeza jurídica y brevedad del término, ayudarán en los esfuerzos emprendidos por la administración y en una mejor marcha de los asuntos públicos.

El término y los criterios de su determinación.

Finalmente, consideramos conveniente hacer mención de los criterios observados para la determinación del término perentorio de treinta días.

En primer lugar está el criterio derivado de la norma constitucional. En efecto, no es posible concebir un breve término superior al plazo que se propone, cuando, además, para una situación semejante, la propia Constitución señala dicho plazo, según se desprende de la lectura del artículo 27, fracción VI, párrafo tercero.

En apoyo a lo anterior, se encuentra también la jurisprudencia de la Corte, la cual ha señalado que deberá estimarse que transcurrido ciento veinte días sin que se produzca respuesta, se ha excedido el "breve término". La propia Corte ha aclarado que no debe estimarse idéntico el plazo antes anotado, con la expresión "breve término", sino que es deseable en muchos casos la disminución del plazo en el cual la autoridad está obligada a dar respuesta.

Consecuente con esta tesis, la Corte ha definido el "breve término" como "aquél  en que racionalmente puede conocerse una petición y acordarse". Es indudable que en la actualidad, en la época de los satélites y de los avances prodigiosos en las comunicaciones, el desarrollo tecnológico impone que el término de treinta días sea suficiente para que la administración conozca una petición y la acuerde.

Aún más, la propia Corte ha sostenido que el exceso de trabajo de las autoridades administrativas no es pretexto para dejar de dar respuesta a una petición y que en todo caso aquéllas deben tomar las medidas correspondientes para facilitar el desahogo de los trámites.

En tercer lugar, los criterios jurisprudenciales y de la doctrina administrativa han influido en la abreviación del término. En efecto, en las doctrinas francesa e italiana que hacen mención al plazo relativo al silencio de la administración, se señalan respectivamente los plazos de ciento veinte y sesenta días. Estas doctrinas son del siglo pasado y de la década de los años treintas del presente siglo, de donde es fácil concluir que las situaciones que determinaron dichos plazos no prevalecen, por lo cual a pesar de haber inspirado a la jurisprudencia mexicana, deben ser revisados hoy día, a fin de hacerlos acordes a los tiempos presentes.

Otro criterio lo constituye el plazo de que disponen los jueces para emitir su resolución.

De conformidad al Código de Procedimientos Civiles, los jueces deben resolver el fondo de los asuntos planteados en el término de treinta días. En consecuencia. si en el sistema jurídico procesal ya existe este plazo para dictar una resolución no se ve razón alguna para no tomarlo en consideración en nuestra reforma, habida cuenta de que un sinnúmero de peticiones de los particulares constituyen asuntos sobre los cuales recaerán meros acuerdos de trámite.

Por lo anteriormente expuesto, los diputados del Partido Revolucionario Institucional, que suscriben, proponen a esta soberanía la siguiente

INICIATIVA DE DECRETO QUE REFORMA EL PÁRRAFO SEGUNDO DEL ARTÍCULO 8o. DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

Artículo único. Se reforma el párrafo segundo del artículo 8o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 8o.......................

Párrafo segundo: "A toda petición deberá recaer un acuerdo escrito de la autoridad a quien se haya dirigido, la cual tiene obligación de hacerlo conocer en breve término al peticionario, el que no podrá exceder de treinta días."

TRANSITORIOS

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en del Diario Oficial de la Federación

Segundo. Las legislaturas de los estados, en el plazo de un año, computado a partir de la vigencia de este decreto, procederán a reformar y adicionar las constituciones y leyes locales, para proveer el debido cumplimiento de las disposiciones de este decreto.

Respetuosamente, Ignacio Ramos Espinosa.

Ciudadanos diputados que suscriben en apoyo de la iniciativa de decreto que adiciona el segundo párrafo del artículo 8o. constitucional, que presenta ante la consideración de la honorable Cámara de Diputados el ciudadano diputado licenciado Ignacio Ramos Espinosa: Rafael Ruiz Béjar, Juan Carlos Velasco Pérez, Raúl Castellano Martínez Báez, José Ascención Bustos Velasco, Rosalba Buenrostro López, Leonel Villalobos Chávez, José Berber Sánchez, Macario Rosas Zaragoza, Janitzio Múgica Rodríguez Cabo, Alonso Aguirre Ramos, Abimael López Castillo, David Jiménez González, Eduardo Lecanda Lujambio, Manuel Monarres Valenzuela, Juan Moisés Calleja García, Oswaldo García Criollo, Javier Garduño Pérez, Félix Liera Ortiz, Luis Manuel Orcí Gándara, Jorge Flores Solano, Antonio Correa López y Rodolfo Antonio Menéndez Menéndez.>>

El C. Presidente: - Con fundamento  en el artículo 56, túrnese a la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales.

